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Artículo de reflexión sobre los alcances e implicancias de la implementación del PSA en cuencas norandinas que conducen a un 
establecimiento de la lógica del mercado en los territorios focalizados para diferentes PSA. 

Resumen

Tras la promoción del desarrollo 
sostenible, la pugna por la conservación 
de los espacios naturales o semi-
intervenidos ha buscado programas que 
integren el crecimiento económico, los 
flujos ecosistémicos y el mejoramiento 
de las condiciones socioeconómicas 
de comunidades locales. Ante esto, 
las naciones latinoamericanas han 
creado marcos políticos de pago por 
servicios ambientales (PSA); empero, 
existe un vacío empírico en las 
implicaciones territoriales que tienen 
estos programas en determinados 
sistemas socioecológicos históricamente 
funcionales para el campesinado. Este 
artículo identifica los “supuestos” 
que fomentan los programas PSA en 
América Latina y analiza teóricamente 
las implicancias territoriales del cambio 
de uso del suelo sobre la titulación 
de tierras, el poder y el equilibrio, las 
estructuras comunitarias, la exclusión 
e inequidad social, la resignificación de 
los elementos territoriales y la lógica del 
nuevo mercado.

Palabras clave: capital natural, cuencas 
norandinas, implicancias territoriales, 
mercados verdes, pago por servicios 
ambientales.

Resumo

Após a promoção do desenvolvimento 
sustentável, a luta pela conservação dos 
espaços naturais ou semi-interceptados 
vem buscando programas que integrem 
o crescimento econômico, os fluxos 
ecossistêmicos e o melhoramento 
das condições socioeconômicas de 
comunidades locais. Diante disso, 
as nações latino-americanas criaram 
referenciais políticos de pagamento por 
serviços ambientais (PSA); contudo, 
existe um vazio empírico nas implicações 
territoriais que têm esses programas em 
determinados sistemas socioecológicos 
historicamente funcionais para o 
campesinato. Este artigo identifica os 
“supostos” que fomentam os programas 
PSA na América Latina e analisa 
teoricamente as implicações territoriais 
da mudança de uso do solo sobre a 
titulação de terras, o poder e o equilíbrio, 
as estruturas comunitárias, a exclusão e 
inequidade social, a ressignificação dos 
elementos territoriais e a lógica do novo 
mercado. 

Palavras-chave: capital natural, bacias 
norandinas, implicações territoriais, 
mercados verdes, pagamento por 
serviços ambientais.

Abstract

In the context of the promotion of 
sustainable development, the struggle 
for the conservation of natural or 
partially intervened spaces has fostered 
programs that integrate economic 
growth, ecosystem flows, and the 
improvement of the socioeconomic 
conditions of local communities. In 
view of this, Latin American nations 
have created policy frameworks for the 
Payment of Ecosystem Services (PES), 
but there is an empirical void regarding 
the territorial implications of these 
programs on certain socio-ecological 
systems that are historically functional 
for the rural populations. The article 
identifies the "assumptions" fostered 
by PES programs in Latin America and 
carries out a theoretical analysis of the 
territorial implications of changes in 
land use for land titling projects, power 
and equilibrium, community structures, 
exclusion and social inequality, the 
reattribution of meaning to territorial 
elements, and the logic of the new 
market.

Keywords: natural capital, North 
Andean watersheds, territorial 
implications, green markets, payment 
for ecosystem services.
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Introducción

En décadas recientes el debate sobre la prestación de 
servicios ambientales en los ecosistemas de América 
Latina ha alzado vuelo, debido a la necesidad de con-
siderar programas de desarrollo sostenible a partir de 
la conservación de aquellos espacios (MEA 2005). Es-
tos planes están basados en la idea de generar un cre-
cimiento económico y social en concordancia con el 
mantenimiento de las condiciones ambientales para 
los escenarios futuros. Las ideas planteadas durante la 
Conferencia de Rio (1992) ratifican legislaciones y polí-
ticas de mantenimiento de los procesos ecológicos, aquí 
llamados “servicios ambientales”, gestando un cambio 
en el estado presente “que se debe modificar para mejo-
rar”, con lo cual se crea un nuevo “orden” como impacto 
a corto, mediano y largo plazo en el sistema territorial.

Los servicios ambientales son el resultado mate-
rial, informativo y energético de los procesos ecoló-
gicos (de Groot 2006; de Groot, Wilson et ál. 2002) o 
ecosistémicos (Costanza et ál. 1997), y el panel de cien-
tíficos de la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio 
los sintetiza como “todos los beneficios que la sociedad 
obtiene de la naturaleza” (MEA 2005). Estos servicios 
están intervenidos directamente por la presencia de 
la sociedad o son el resultado de diferentes activida-
des que históricamente se desarrollaron en espacios 
naturales, redefiniéndose como lugares trastocados 
por la acción antrópica, útiles para la sociedad en las 
escalas espaciales de uso y aprovechamiento de su uni-
dad funcional: “el ecosistema”, con lo que mudan de 
lo netamente biótico a lo holísticamente humano, y 
son así un sistema abierto y complejo (Tirri et ál. 1998; 
Wallace 2007). Esto ayuda a distinguir pero no a se-
parar aspectos humanos como la cultura, la religión, 
el comercio, la educación, la producción y el mercado, 
que son los que generan un valor por la demanda del 
servicio y desconocen el valor intrínseco natural del 
ecosistema, de modo que se cede su uso al intercambio 
entre individuos a través de la monetarización en el 
sistema económico tradicional.

La apuesta que han hecho las naciones latinoame-
ricanas de llevar este discurso a la acción estatal en lo 
que se refiere a la conservación o recuperación de los 
servicios ambientales puede observarse en el marco 
político, gestionado o aprobado sobre bases históricas, 
de pago por contaminación, tasa por uso, entre otros; 
y, plantea un cambio radical en la forma de sostener la 
conservación, presionando por un cambio en las prácti-

cas agropecuarias que han desgastado la producción de 
bienes y servicios naturales del ecosistema.

Este discurso toma forma en las políticas naciona-
les de Pago por Servicios Ambientales —en adelante, 
PSA—, que ejercen presión desde el exterior al sistema 
socioecológico preexistente y se traducen en cambios 
sustanciales sobre el territorio. Esta fuerza contiene in-
tereses mercantilistas, ya que utiliza la valoración eco-
nómica de flujos de procesos ecológicos anteriormente 
gratuitos (Andersson, Barthel y Ahrné 2007) sobre la 
base de la oferta y la demanda (consideraciones propias 
del mercado).

Para llevar a cabo esto se gesta un marco legal con 
el fin de que las comunidades que lo requieran puedan 
generar un mercado de vendedores y compradores de 
un servicio ambiental que por su escasez o baja calidad 
sea preciado y considerado como “valioso”, esto con el 
objetivo de mejorar el bienestar de los individuos. Este 
marco legal es conocido como Esquema de Pago por 
Servicios Ambientales —en adelante, ePSA— y se esta-
blece a partir de las siguientes características (Southga-
te y Wunder 2009):
1.	 Existe un servicio ambiental bien definido o un sus-

tituto adecuado para este servicio.
2.	 Existe al menos un comprador o demandante de 

este servicio o su sustituto.
3.	 Existe, así mismo, al menos un vendedor o deman-

dante.
4.	 Las transacciones entre compradores y vendedores 

son voluntarias.
5.	 Los pagos están condicionados a los servicios am-

bientales o sustitutos contratados de igual calidad a 
los actualmente suministrados.

No es común que los cinco puntos sean cumplidos 
a cabalidad por los diferentes PSA en Latinoamérica 
(Southgate y Wunder 2009), dado que los programas 
que se han impulsado se iniciaron como proyectos piloto 
y los ya constituidos tienen una base anterior en otras 
prácticas de pago por conservación, como las ya men-
cionadas.

Con la finalidad de darle valor económico a los ser-
vicios del ecosistema, el mercado necesita establecer 
una localización, vendedores, compradores e interme-
diarios que permitan que el flujo de dinero pueda pagar 
por la demanda del servicio natural o su mejoramiento, 
y para ello se basa en un valor que compense las activi-
dades agropecuarias; este valor es conocido como costo 
de oportunidad (Farber, Costanza y Wilson 2002) y 
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hace parte de las metodologías de valoración económi-
ca (Castiblanco 2008; Limburg et ál. 2002).

En América latina los actuales programas de PSA, 
implementados en El Salvador (1998), Perú (2001), 
México (2004), Costa Rica (2004), Argentina (2007) 
y Colombia (2007), se han centrado en tres tipos de 
prestaciones de servicios ambientales: silvicultura sos-
tenible, captura de carbono y provisión de agua. En 
los tres casos se busca una mejora de la prestación de 
un servicio ambiental a través de dos mecanismos: a) 
la restauración completa de los sistemas productivos 
existentes en ecosistemas nativos, y b) la coexistencia 
de producción agropecuaria y prácticas amigables con 
el ambiente que requieren de la aplicación de técnicas 
de producción limpia y el establecimiento de agroeco-
sistemas (Zilberman, Lipper y McCarthy 2008).

Sin embargo, para ambos casos, los esquemas de 
PSA requieren del conocimiento de los cambios en la 
producción de sostenimiento de las familias campesi-
nas que son altamente dependientes de la explotación 
del recurso del suelo.

Los trabajos publicados en fechas recientes sobre 
este asunto hacen referencia a los resultados de los PSA 
más relevantes en América Latina; al respecto Grieg-
Gran, Porras y Wunder (2005) analizan seis ePSA lle-
vados a cabo en Bolivia, Brasil, Costa Rica y Ecuador, 
relacionados con el secuestro de carbono y la provisión 
de agua; Kosoy et ál. (2007) realizan un estudio compa-
rativo en tres casos relacionados con el servicio ambien-
tal de agua en Honduras, Costa Rica y Nicaragua; otro 
documento de alto interés para la comunidad académi-
ca es el análisis global de estos pagos por conservación, 
en donde para Latinoamérica se analizan los casos de 
Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, 
Ecuador, México y Perú, teniendo en cuenta diferentes 
categorías de servicios ambientales (Landell-Mills y Po-
rras 2002); Pagiola, Arcenas y Platais (2005) realizan un 
análisis menos específico en casos de estudio, pero más 
profundo en la discusión sobre la orientación de los 
PSA en cuanto a la reducción de la pobreza en la región; 
Southgate y Wunder (2009) concentran sus análisis en 
dos iniciativas de Ecuador en relación con la provisión 
de agua y sobre el marco nacional de PSA en México; 
asimismo, Corbera, Kosoy y Martinez Tuna (2007) revi-
san diferentes casos de estudio PSA en América Central. 
Los trabajos mencionados generan también campos de 
reflexión alrededor de la temática del mercado de los 
servicios ambientales, y se puede remitir a estos docu-
mentos para observar a profundidad la financiación, 

esquema monetario y comunidades focalizadas. Sin 
embargo, en este artículo los temas específicos ante-
riormente mencionados no serán tratados, dada la am-
plitud de diferencias en los lugares de estudio, el tipo de 
servicio ambiental o el esquema PSA.

En estos referentes se han demostrado los benefi-
cios de los ePSA en distintos sectores de América La-
tina, pero existe la advertencia de que los estudios no 
son concluyentes frente a los impactos negativos que 
pueden presentarse. Es por esto que este artículo se 
propone un análisis crítico de los alcances e implican-
cias que tienen la implementación del PSA en cuencas 
norandinas, y se basa en las diferentes investigaciones 
y resultados científicos de esta nueva lógica del merca-
do sobre los territorios focalizados por los PSA.

Estos temas de contextualización abarcan los prin-
cipales problemas que, desde la construcción disci-
plinaria de la geografía, pueden considerarse de vital 
importancia para los próximos estudios que versen so-
bre el pago por conservación, el cual se presenta en la 
actualidad como una respuesta eficaz al problema del 
sustento económico de la conservación y promueve 
una mejoría en las condiciones socioeconómicas de las 
comunidades de cuencas norandinas, también llama-
das cuencas andinas septentrionales y extremo norte 
—i.e. zonas andinas diferenciables, dados los diferen-
tes procesos geológicos de levantamiento de cordilleras 
y separación continental que han resultado en una flora 
tropical montana específica (Van der Hammen 2000), y 
que define claramente modos de apropiación antrópica 
del territorio y de utilización de los recursos vegetales 
particulares a los modos de explotación agropecuaria 
en Ecuador, Colombia y Venezuela (Paulson 2001)—.

Supuestos

Es importante dar a conocer que la instalación y dise-
ño de las herramientas de pago por conservación, en 
el caso específico de los programas PSA, se encuentran 
referidos a una serie de supuestos considerados en el 
contexto de los programas de PSA de los países latinoa-
mericanos, pero que, en realidad, abren la brecha entre 
el conocimiento científico y el conocimiento popular:

Supuesto 1: sin bosques  
no hay servicio ambiental
Entre los principales supuestos que persisten, uno 

consiste en considerar que a mayor número y diversi-
dad de individuos vegetales en la cuenca existirá una 
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mayor capacidad de aumentar la captación y captura de 
agua. Es por esto que las estrategias de los PSA se han 
centrado en realizar cambios en la cobertura vegetal, los 
cuales dependen de una transformación de la vocación 
del uso del suelo (de agrícola a uno de conservación) o 
de la disminución del uso de agroquímicos en las zo-
nas focalizadas (Jack, Kousky et al. 2008). Sin dejar de 
ser una acción amigable con el ambiente, esta iniciativa 
también se identifica como una generalización colectiva 
que puede estimular que los compradores consideren 
que tener conciencia ambiental es congruente con la 
reducción de la intervención y los efectos antrópicos 
derivados. Sin embargo, esta afirmación no ha podido 
ser totalmente definida en los estudios sobre la función 
ecosistémica y la biodiversidad (Chapin III et ál. 1997; 
Chapin III et ál. 2000; Grime 1997; Johnson et ál. 1996; 
Schwartz et ál. 2000; Swift, Izac y Noordwijk 2004).

Supuesto 2: las actividades agropecuarias 
tienden a dañar el servicio ambiental
Cuando se considera apoyar el supuesto anterior nace 

una falacia por asociación que indica que las actividades 
agrícolas y de pastoreo reducen la capacidad del sistema 
natural para la prestación de cualquier servicio ecosisté-
mico —en casos como la provisión de agua, la captura 
de carbono o la belleza paisajística—. Este supuesto ha 
permitido hacer presión para modificar las acciones de 
los “agentes perjudiciales” que ejercen cambios estructu-
rales en el sistema ecológico, con el fin de así reducir la 
amenaza para el alcance de los objetivos de un ePSA. Sin 
embargo, la consideración de estos “agentes perjudicia-
les”, como las actividades agropecuarias en relación con 
la prestación de los servicios ambientales, es bastante 
relativa y depende de los indicadores de función ecosis-
témica que se utilicen (Dale y Polasky 2007).

Supuesto 3: las actividades productivas 
cesan en el espacio contextual
Se espera que con los pagos o convenios de conser-

vación se reduzca el impacto que ejerce el sistema social 
sobre los procesos ecosistémicos que tienen como fin el 
servicio ambiental, debido a que se cubren los costos de 
oportunidad y se puede cumplir con los objetivos del 
contrato PSA. Empero, no se han considerado medicio-
nes en campo que analicen si hay una relocalización de 
la producción en zonas diferentes a la focalizada por el 
PSA (Wunder 2008), dado que puede tenerse otros in-
gresos familiares trasladando la producción agropecua-
ria a predios fuera de la cuenca con PSA. 

Supuesto 4: la monetarización  
del servicio ambiental crea 
oportunidades de mejoramiento 
socioeconómico para todas las familias
La consideración de la ganancia económica es un 

punto de inflexión en el momento de la comunicación 
con la comunidad campesina oferente, ya que es la cla-
ve para que haya aceptación de un acuerdo o contrato 
de cumplimiento para la prestación del servicio am-
biental. Esta busca generar compromiso e interés, al 
ofrecer mejoras a las necesidades más relevantes para 
las familias: alimentación, salud no preventiva, costos 
de educación, expansión del patrimonio familiar, etc. 
(Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005), pero debe ser 
analizada con mayor detalle, debido a que no todas las 
familias pueden ser parte del ePSA y no todos recibirán 
un pago por costo de oportunidad que cubra sus nece-
sidades básicas.

Supuesto 5: se crea conciencia ambiental
Un programa PSA busca incentivar la pertenencia 

por los recursos naturales para la permanencia del capi-
tal natural, al que Costanza et ál. (1997) hacen referen-
cia. Esta meta conduce a la búsqueda de un equilibrio 
moderado entre las actividades humanas y la presta-
ción de un servicio ambiental, que puede venir junto 
con un acompañamiento institucional promoviendo la 
“conciencia ambiental” en relación con su entorno, y, 
ente este caso, emerge la pregunta clave sobre qué en-
tienden por conciencia ambiental los interventores de 
un ePSA y hasta qué punto gestionan o crean conciencia 
ambiental a través de un pago por conservación.

Supuesto 6: los pobres serán 
los más beneficiados
Este último supuesto tiene dos formas: a) la consi-

deración de que no existe más de una categoría de po-
bres o excluidos y b) la de que todos los pobres pueden 
acceder a una serie de beneficios ofrecidos directamen-
te por el PSA. Aunque los PSA no son una herramienta 
directa para la reducción de la pobreza (Engel, Pagiola 
y Wunder 2008), debe tenerse en cuenta que cualquier 
presión externa o interna del sistema socioecológico 
tendrá cambios inherentes y territorialmente observa-
bles en el estado de bienestar que se pretende generar, 
y llevará al mercado “productos” ecológicos sin tradi-
ción de valor comercial.

Los supuestos anteriormente discutidos son postu-
lados que, a la luz de los datos existentes, no podrán ser 
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erradicados, ya sea por falta de estudios concluyentes o 
porque son necesarios en la política local para impulsar 
la instalación de programas PSA en la región.

Implicancias territoriales

En este estudio se denominan “territoriales” aquellas 
condiciones socioeconómicas que tienen una conexión 
de doble vía con el contexto ecológico de un espacio 
intervenido, y esta noción se deriva del concepto de 
espacio geográfico, entendido anteriormente por Mil-
ton Santos como sistema de acciones y objetos (San-
tos 1994). Por tanto, las implicancias territoriales son 
parte del conocimiento existente sobre los problemas 
que observan las investigaciones científicas por separa-
do acerca de los espacios focalizados por los PSA que se 
encuentran integrados en la realidad humana.

Estas implicancias son definidas como temas pro-
blemáticos que permiten conocer las causas y con-
secuencias que tienen lugar en el complejo sistema 
socioecológico, que es concebido como territorio para 
la generación y prestación de un servicio ambiental. 
Para conocer este sistema que involucra a los PSA debe 
identificarse las fuerzas internas, externas y contex-
tuales que generan vulnerabilidades emergentes (Ad-
ger 2006) y que provocan un cambio o amenaza sobre 
las comunidades que lo integran.

Tema 1: titulación de tierras
El acceso a la propiedad privada en la zona norandi-

na es parte del problema agrario causado por el avance 
del minifundio y la fragmentación antieconómica de 
la propiedad rural, la cual, acompañada tanto de altos 
índices de pobreza como del deterioro de la mediana 
propiedad y de la clase media campesina, impide lograr 
equilibrios en la estructura agraria (Machado 1998). 
Esta situación es la base principal de la exclusión pri-
maria de la que parten los ePSA, ya que se requiere de 
un “control y seguridad en el acceso a la tierra” (Grieg-
Gran, Porras y Wunder 2005; Pagiola, Arcenas y Platais 
2005) para generar cambios en la estructura productiva 
y el uso del suelo. Es por esto que la inequidad en la 
tenencia de la tierra plantea el primer desafío de pro-
moción de la desigualdad basada en los derechos de 
propiedad (Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005; Lan-
dell-Mills y Porras 2002). Son diferentes los conceptos 
que rondan la titulación formal de predios, y son las 
familias más pobres las que quedan excluidas para la 
firma de un contrato de prestación del servicio am-

biental (Engel, Pagiola y Wunder 2008). El tamaño de 
la parcela también es una condición excluyente, ya que 
la generación del servicio ambiental necesita un míni-
mo de cobertura espacial y una localización óptima del 
predio, en cuanto factores clave para la inclusión de la 
propiedad en el ePSA, de modo que se establecen pautas 
que excluyen familias debido a su situación fronteriza 
con el sector focalizado o por el tamaño de su predio 
(Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005; Pagiola, Arcenas 
y Platais 2005). Cuando alguna de estas condiciones se 
presenta, son las familias con mayor nivel de vulnera-
bilidad social las que quedan relegadas de los pagos por 
conservación; esta situación es causada por el subem-
pleo, las condiciones de vida precarias y los bajos ingre-
sos familiares (Minujin 1999).

Estas presiones para la titularización de los predios 
generan cambios en la “plusvalía” de la propiedad ru-
ral, al darle un valor adicional a las tierras que se en-
cuentran dentro de la cuenca focalizada (Landell-Mills 
y Porras 2002), lo que causa un factor de riesgo para el 
acceso a la propiedad de familias arrendatarias o en pla-
nes de compra de terrenos en la zona de interés para los 
servicios ambientales (Pagiola, Arcenas y Platais 2005)

Estas presiones sobre la propiedad generan una 
competencia por la tierra que surge del interés de los 
individuos campesinos por obtener el pago de los pro-
yectos PSA y produce el desplazamiento de los antiguos 
arrendatarios de parcela, dado que sus propietarios le-
gítimos, al ver una posibilidad de entradas económicas 
por este rubro (Pagiola, Arcenas y Platais 2005), requie-
ren de sus antiguas tierras para acceder al beneficio, de 
modo que se descontinúa el proceso de búsqueda del 
bienestar de los arrendatarios (Grieg-Gran, Porras y 
Wunder 2005).

Tema 2: poder y equilibrio
La mayor cantidad de literatura consultada no pre-

senta una evaluación de las implicancias negativas so-
bre el poder y el equilibrio, y esto es así porque esta se 
centra en los beneficios logrados por el aumento de la 
participación comunitaria en la toma de decisiones y en 
la creación de nuevas organizaciones comunales en las 
cuencas PSA. Sin embargo, Landel-Mills y Porras (2002) 
y Ravnborg, Damsgaar y Raben (2007) indican que es 
preciso reconocer que pueden presentarse inequida-
des frente al balance de poder, debido a ciertas razo-
nes, como la inseguridad en la tenencia de la tierra, un 
marco regulatorio inadecuado, falta de educación y ha-
bilidades en los individuos de la comunidad, un pobre 
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financiamiento sobre los costos de formalización, fal-
ta de conocimiento sobre el mercado, insuficiente in-
fraestructura (social y física) de comunicación, diseño 
inapropiado del servicio ambiental, altos costos de 
coordinación y poderes débiles por atomización comu-
nitaria. Es claro que las razones descritas pueden ser 
reconocidas como retos, pero también pueden ser ob-
servadas como hechos que llevan a aumentar la brecha 
entre población vulnerable y población excluida dentro 
de un territorio, como lo indica Minujin (1999).

Con el fin de visibilizar los beneficios del proyecto PSA, 
durante los acercamientos a la comunidad puede darse 
la situación de que se le otorgue poder político a grupos 
campesinos “gamonales”, ya que resulta necesario reali-
zar este acercamiento a través de personas reconocidas 
en la región, es decir, que sean capaces de movilizar a las 
familias campesinas. Estos individuos o familias menos 
vulnerables, dadas las características de posesión de más 
tierras o de mayor diversidad de su ingreso familiar neto 
(Kerr 2002; Pagiola, Arcenas y Platais 2005), se convier-
ten en personajes con alto poder de decisión y, asimismo, 
son contactados por las organizaciones intermediarias 
para que ejerzan presión sobre el resto de la comunidad, 
de modo que se acepten las nuevas reglas del mercado 
ambiental, lo que redunda en más poder para los empo-
derados tradicionales y en una reducción de la crítica por 
parte de la población vulnerable. 

Frente a la relación de pagadores y vendedores 
(demandantes y oferentes del servicio ambiental), se 
presenta un desbalance de poder en virtud de las deci-
siones basadas en las metodologías de valoración eco-
nómica utilizadas durante el diseño del proyecto PSA; la 
mayor fuerza la ejerce el demandante que, basado en la 
disponibilidad a pagar los costos de oportunidad reque-
ridos para generar el servicio ambiental (Landell-Mills 
y Porras 2002), considere que las decisiones de cómo 
alcanzar el objetivo del servicio ambiental se deben lle-
var a cabo a través de la reducción o anulación de las 
actividades productivas campesinas y que establezca 
una fuerte presión sobre la forma en que se monitorea 
el pago condicionado (Engel, Pagiola yWunder 2008). 
Asimismo, la preferencia a beneficiar a cierto tipo de 
familias oferentes genera una especificidad espacial, ya 
que los menos “afortunados” de la región  pueden ser 
priorizados y no aquellos que pueden llegar a brindar 
mayores beneficios en la prestación del servicio am-
biental (Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005).

Pagiola, Arcenas y Platais (2005) y Landell-Mills y 
Porras (2002) explican que la falta de ahorros y capital 

para pagar los costos administrativos requeridos para 
acceder al ePSA generan condiciones de exclusión de los 
posibles oferentes más pobres, y Grieg-Gran, Porras y 
Wunder (2005) coinciden en que son los altos “costos 
de transacción” y de coordinación, que se dan durante 
el ciclo de entrega del servicio, los que representan una 
exclusión automática de las familias de escasos recur-
sos económicos, siempre y cuando estos recursos no 
sean auspiciados por un fondo externo.

Los costos de oportunidad, que son los costos pa-
gados a los campesinos para la reconversión del uso del 
suelo, se basan en el supuesto de que las condiciones 
de producción no varían en el espacio y de que las orga-
nizaciones intermediarias del ePSA no diferencian los 
predios con mayor actividad o vocación agropecuaria 
y fijan unos costos de oportunidad homogéneos. Asi-
mismo, el hecho de que se pague igual por la elimina-
ción de un tipo de cultivo agrícola a igual precio en el 
espacio desconoce las diferencias de rendimientos de 
las parcelas, distribuye beneficios en contra vía de la li-
bre competencia en el mercado local y ejecuta un pago 
igualitario para todas las familias oferentes. De igual 
modo, la disponibilidad a pagar lo equivalente al costo 
asociado (Landell-Mills y Porras 2002) se aleja del con-
cepto de equidad y se acerca más a la búsqueda de un 
tratamiento igualitario. Sin embargo, no puede consi-
derarse que un pago sea igual si se recibe igual benefi-
cio, ya que existen diferencias tácitas en las condiciones 
socioeconómicas de los implicados. 

Tema 3: estructuras comunitarias
Al teorizar sobre la respuesta comunitaria en las 

zonas PSA se tienen dos consideraciones: el creci-
miento de la visibilidad estatal y el fortalecimiento 
de estructuras gobierno-comunidad. Su importancia 
radica en que el proceso de negociación entre vende-
dores y compradores lo realizan entidades adscritas o 
pertenecientes al Estado, que son conocidas como in-
termediarios que tienen la función de asegurar un fon-
do económico que impulse los proyectos en la región. 
Este fortalecimiento institucional puede darse en dife-
rentes escalas en relación con las partes involucradas 
en la cohesión social necesaria para el funcionamiento 
de un PSA, en cuanto que entidades ambientales, so-
ciales o políticas que gestan un ambiente de respaldo 
para la comunidad oferente y demandante. Landell-
Mills y Porras (2002), Pagiola, Arcenas y Platais (2005) 
y Grieg-Gran, Porras y Wunder (2005) hacen hincapié 
en que el mayor beneficio que puede presentar este 



67 

CUADERNOS DE GEOGRAFÍA | REVISTA COLOMBIANA DE GEOGRAFÍA  |  Vol. 23, n.º 1, ene.-jun. del 2014  |  ISSN 0121-215X (impreso)  ·  2256-5442 (en línea)  |  BOGOTÁ, COLOMBIA  |  PP. 61-74

Implicancias territoriales de los esquemas de pago por servicios ambientales (psa) en cuencas norandinas

tipo de mercados para la conservación es el de gene-
rar un proceso que incremente la interacción comuni-
cativa entre la comunidad y las estructuras estatales, 
las cuales, a lo largo del tiempo, pierden visibilidad, se 
vuelven desconocidas e incluso llegan a tener una mala 
imagen entre los habitantes.

Con el fin de garantizar que en etapas avanzadas de 
los PSA la comunidad oferente no presente un déficit 
de organización, y esto al volverse parte de la toma de 
decisiones en bloque, se estimula la creación o fortale-
cimiento de organizaciones e instituciones comunita-
rias que vigilen el desarrollo adecuado de los proyectos. 
El fortalecimiento de estas cooperativas, en torno a los 
PSA de aprovisionamiento de agua en zonas de recarga 
de cuencas hídricas, es la principal ganancia que han 
tenido los PSA en América Latina, como bien señalan 
Southgate y Wunder (2009). En estos procesos se gene-
ran espacios de diagnóstico claves para los diseñadores 
del PSA, ya que se restablecen los lazos de comunica-
ción desaparecidos por la falta de un contacto histórico 
y permanente entre las entidades estatales y la comu-
nidad. Aunque no son garantía del éxito de un PSA, la 
sola construcción de redes entre los habitantes reduce 
la vulnerabilidad y aumenta la resiliencia del sistema 
socioecológico, porque fomenta el sentido de perte-
nencia con respecto a la región, los recursos naturales 
disponibles y las acciones que se centran en empoderar 
a la comunidad hacia una capacidad institucionalizada 
para la toma de decisiones (Grieg-Gran, Porras y Wun-
der 2005; Pagiola, Arcenas y Platais 2005), y, asimismo, 
se genera una nueva organización política por parte de 
la comunidad (Landell-Mills y Porras 2002).

Dos elementos sociales se fortalecen durante el 
proceso general de los PSA: la cooperación intracomu-
nitaria y la competitividad intercomunitaria. Para el 
caso intracomunitario, la cooperación aparece como la 
cualidad más importante para la construcción de orga-
nización comunitaria, ya que se presenta ante la necesi-
dad de transferir conocimiento de las mejores prácticas 
agrícolas entre los oferentes de un PSA (Landell-Mills 
y Porras 2002), mientras que la competitividad se pre-
senta principalmente en el ámbito “intercomunitario”, 
dado que se crea celosía entre las comunidades partici-
pantes y las no participantes de los proyectos (Landell-
Mills y Porras 2002; Pagiola, Arcenas y Platais 2005), 
debido a que estas últimas fueron excluidas del progra-
ma por diferentes motivos o porque son poblaciones 
dependientes de los productos forestales antes explo-
tados en las nuevas zonas de conservación PSA.

Tema 4: exclusión e inequidad  
a partir de condiciones sociales
Ya que el espacio no es homogéneo sino dinámico, 

dadas las diferentes heterogeneidades sociales, se des-
tacan las condiciones que hacen vulnerables a las pobla-
ciones que están más allá de los meros aspectos sociales 
de la pobreza, dentro de la relación entre individuos-
Estado y sociedad-Estado (Bhalla y Lapeyre 1997; Mi-
nujin 1999), estas condiciones disipan las fronteras que 
enmarcan la exclusión y la inclusión, al no considerar a 
un individuo totalmente incluido o excluido, y centran 
sus observaciones en la vulnerabilidad y la exclusión 
como mecanismos que establecen escenarios de riesgo 
en las comunidades.

Los estudios sobre impactos de PSA consideran que 
la reducción de la pobreza es posible, esta se analiza 
desde las esferas de la exclusión y la inequidad. Sin em-
bargo, no se ha llegado a establecer si estas esferas ge-
neran vulnerabilidad en escenarios presentes y futuros 
que modifiquen el sistema socioecológico, por cuanto 
existe una reducción de su capacidad de respuesta a 
eventos externos, como el cambio en la política de con-
servación, o internos, como la minimización inespera-
da del servicio ambiental.

Existen dos inequidades en la cuestión científica con-
temporánea de los PSA: i) la inequidad fundamentada 
en las condiciones socioeconómicas de la comunidad, 
entre las cuales se encuentran la falta de educación y 
habilidades para el entendimiento de los mecanismos 
jurídicos, la tenencia de la tierra y la baja representa-
ción en la toma de decisiones, en cuanto aspectos que 
aumentan la incapacidad de los individuos para ser crí-
ticos en relación con las posturas de monetarización de 
los servicios ambientales o para la petitoria de un trato 
justo entre ellos, por cuanto vendedores de un servicio 
ambiental (Landell-Mills y Porras 2002; Pagiola, Arce-
nas y Platais 2005); y ii) la inequidad fundamentada 
en la información sobre el mercado, representada por 
las sorpresivas reglas de juego para una nueva produc-
ción del servicio ambiental. Sobre esto, Landell-Mills y 
Porras (2002) consideran que la ineficiencia de marcos 
regulatorios complejos permiten que quien tenga el co-
nocimiento necesario para tomar las decisiones puede 
aprovechar el desconocimiento de los otros y, así, ge-
nerar condiciones desfavorables para las comunidades 
más pobres (Ravnborg, Damsgaar y Raben 2007).

Estas inequidades pueden darse durante las etapas 
de diseño de los proyectos PSA, ya que son la base regu-
latoria de los ciclos de entrega del servicio ambiental. 
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Algunas restricciones a la inclusión pueden encontrar-
se en el costo de organización sobre múltiples vendedo-
res del servicio (Landell-Mills y Porras 2002), ya que si 
se considera la acelerada y exponencial fragmentación 
de las parcelas en la región norandina, entonces se ten-
drá un gran número de familias para consultar y con las 
cuales llegar a un consenso generalizado en la presta-
ción del servicio ambiental.

Tema 5: resignificación  
de elementos territoriales
Para la puesta en marcha de la nueva lógica de pro-

ducción en la región se propicia la construcción de ele-
mentos territoriales que estén orientados a los objetivos 
y metas del pago por conservación, y estos pueden ser 
considerados como beneficiosos lo mismo que amena-
zantes para el sistema existente, pero generarán aspectos 
resilientes y comunes para los participantes de los ePSA.

En todos los casos existen dos caras de la misma 
moneda y estas no pueden ser consideradas cada una 
por separado, ya que la presencia de una incluye táci-
tamente a la otra. Un ejemplo claro de esto es la in-
fraestructura en la cuenca hidrográfica, puesto que en 
ese caso se debe tener en cuenta que la necesidad de 
la prestación de un servicio ambiental puede depen-
der de la construcción y el desmantelamiento de una 
estructura artificial que altere las condiciones de los 
procesos ecosistémicos (Landell-Mills y Porras 2002; 
Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005). Los impactos ne-
gativos más visibles pueden darse por la presencia de 
una carretera, una fábrica contaminante o una extrac-
ción de minerales a cielo abierto, o, en su caso positivo, 
por un centro de enseñanza ambiental comunitario, un 
pozo de oxidación o de filtración de agroquímicos. Sin 
embargo, las características sujetas a la infraestructu-
ra dependerán de la necesidad real de la comunidad y 
no de unos cambios generados por el PSA, por lo que 
se debe estimar que quizás estos proyectos no sean los 
únicos que se encuentren en desarrollo en la cuenca, 
de modo que es probable que otros programas sean los 
que generen estos cambios en infraestructura.

“La educación ambiental, el desarrollo de habilida-
des, la transferencia tecnológica” (Landell-Mills y Po-
rras 2002) y la “provisión de entrenamiento para los 
participantes PSA” (Grieg-Gran, Porras et al. 2005) son 
esquemas que están presentes en el diseño de los pro-
yectos PSA y que permiten ejercer un diagnóstico sobre 
la comunidad y aumentar la comunicación entre los 
intermediarios y los grupos de oferentes del servicio. 

Debe reconocerse que las prácticas que se encuentran 
impulsadas, por el gobierno, ONG’s o particulares, des-
de el exterior del sistema obedecen a leyes del nuevo 
sistema mercantil de servicios ambientales y, por tanto, 
buscarán conectar a las comunidades con todo aquello 
que sea relevante para el proyecto, como la inclusión en 
planes dirigidos a otros elementos derivados de la pro-
ducción del bien ambiental, como el ecoturismo, ejem-
plo claro de una oportunidad de recreación y cultura a 
partir del “atractivo turístico” resultante. Aunque este 
objetivo se plantea de manera precisa en los PSA de be-
lleza escénica o paisajística, para Landell-Mills y Porras 
(2002) aquel hace parte de las oportunidades beneficio-
sas o amenazantes de cada proyecto en particular.

Existen otro tipo de beneficios que equilibran la ba-
lanza a favor de la reducción de la pobreza a través de 
los PSA: el “aumento y diversificación de ingresos” para 
las familias oferentes del servicio ambiental (Grieg-
Gran, Porras y Wunder 2005), que constituye uno de los 
atractivos principales generados por los proponentes 
de un mejoramiento de las condiciones habitacionales 
del campesinado andino y que son aceptadas desde una 
posición de voluntarismo conocida como prima facie 
(Pagiola, Arcenas y Platais 2005). Aunque el control del 
gasto depende de las perspectivas y responsabilidades 
de las familias por separado, el aumento y diversifica-
ción de ingresos establecería mejoras radicales en espa-
cios donde hay baja productividad y pocas ganancias, y 
también “blindaría” los ingresos familiares respecto de 
situaciones extremas, como el clima, el acceso y dispo-
nibilidad de riego, las pestes, etc.

“La mejora en la salud”, tanto de los oferentes como 
de los demandantes del servicio ambiental, puede ser 
masificada, ya que al aumentar el acceso a mayor calidad 
en los elementos ambientales, sustancialmente se me-
jorará la salud de la población (Kerr 2002; Grieg-Gran, 
Porras y Wunder 2005; Landell-Mills y Porras 2002). 
Sin embargo, el mejoramiento en la “dieta” debido al 
incremento de los ingresos de los participantes del pro-
yecto (Landell-Mills y Porras 2002) debe considerarse a 
profundidad, ya que la reducción de la zona cultivable y 
del uso tradicional agrícola de tierras en la cuenca afec-
tarán a la producción de alimentos de supervivencia 
(Pagiola, Arcenas y Platais 2005). Es alarmante la falta 
de un acercamiento práctico a este tema por parte de 
los autores científicos, ya que se desconoce qué pasa en 
concreto con los productos agrícolas reemplazados y 
que ahora deberán ser obtenidos por compra. Algunos 
autores dan luces sobre el tema al reconocer que existe 
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una problemática dada por las nuevas restricciones en 
el uso de los productos forestales no maderables, así 
como en la caza de animales y la recolección de frutos 
de los bosques (Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005; Pa-
giola, Arcenas y Platais 2005). Según Zilberman, Lip-
per y McCarthy (2008), estos cambios en la producción 
agrícola se encuentran influenciados por los requeri-
mientos principales de transformación completa o de 
coexistencia con actividades agroecosistémicas estable-
cidos en los esquemas PSA.

Landell-Mills y Porras (2002) consideran que un be-
neficio indirecto que suscita la presencia de estos pro-
gramas es que se ayuda a “aumentar el conocimiento 
científico” sobre la cuenca, aunque, en cierto nivel, el 
levantamiento de datos de campo que monitoreen el 
servicio ambiental es por sí mismo un desafío para las 
instituciones intermediarias, ya que este levantamien-
to requiere de un costo adicional que no se pacta ni se 
restablece en el ciclo de pagos, y que es sufragado por 
los fondos económicos estatales o privados. Además, 
las experiencias conseguidas por las comunidades, y 
que son recolectadas por individuos y organizaciones, 
pueden servir para retroalimentar los próximos dise-
ños de proyectos PSA y para reducir cada vez más los 
errores que se cometen durante los ciclos iniciales en la 
cuenca, con lo que se visibiliza la importancia del forta-
lecimiento institucional como retroalimentación nega-
tiva a favor del sistema PSA (Cumming 2011). 

Tema 6: la lógica del nuevo mercado
En teoría se presenta un cambio sustancial en la de-

manda de labores asociadas a la producción agropecuaria 
de jornaleros, administradores de fincas o pastores de ga-
nado. Esta asociación directa entre los ePSA y el equilibrio 
de la demanda de labor es uno de los dos objetos de cam-
bio que analiza Zilberman, Lipper y McCarthy (2008) a 
través de un modelo que evalúa las presiones económicas 
sobre el territorio. La reducción de la demanda de per-
sonas que asisten a la cosecha, crianza y manejo de ani-
males se da en los esquemas que promueven un cambio 
en el uso de la tierra, aunque puede verse contrariada en 
proyectos de producción amigable o silvicultura sosteni-
ble; todo dependerá del tipo de restricción o integración 
a las labores de los individuos y sus familias, según sea lo 
acordado en los contratos de los proyectos PSA.

Para el tema de seguridad alimentaria1, no es claro 
cuáles son los impactos del esquema para el acceso y 

1	 Entendida como el acceso físico, social y económico seguro 
y continuo a alimentos suficientes, inocuos y nutritivos que 

disponibilidad de alimentos que van más allá de recono-
cer que en sectores donde la demanda de alimentos sea 
inelástica debe presentarse una reducción de la oferta, 
la cual depende del grado de conexión de estos sectores 
con el mercado global (Zilberman, Lipper y McCarthy 
2008) y, a la vez, obedece al nivel de conectividad con 
otras regiones cercanas.

Esta situación de cambios en la oferta de alimentos 
puede generar un desplazamiento de actividades eco-
nómicas (Engel, Pagiola y Wunder 2008), que se pre-
senta con motivo de la desaceleración de la expansión 
del uso del suelo en la cuenca PSA (Ravnborg, Damsga-
ar y Raben 2007). Precisamente son estas condiciones 
las que impulsan la relocalización de la producción en 
cuencas cercanas no pertenecientes a los proyectos PSA 
o, en otros casos, la fragmentación familiar del predio, 
de modo que una parte queda dedicada al servicio am-
biental y la otra a la producción de alimentos de super-
vivencia o para la venta.

Aunque son múltiples los caminos que tienen las 
familias para incumplir con las reglas de juego pres-
critas en el contrato, al justificarse en la necesidad de 
aumentar sus ingresos, esta situación se puede redu-
cir mediante un óptimo trabajo desarrollado durante 
el diseño del proyecto y el control de la explotación de 
bosques y de otros cambios en el uso del suelo a largo 
plazo (Kerr 2002). Sin embargo, Ravnborg, Damsgaar 
y Raben (2007) reconocen la dificultad para llevar este 
control y monitoreo de actividades, por parte de las en-
tidades intermediarias/observadoras, que certifiquen 
el cumplimiento de las responsabilidades adquiridas en 
la cuenca por los oferentes del servicio ambiental.

Asimismo, para las poblaciones dependientes de los 
productos forestales (Pagiola, Arcenas y Platais 2005), 
como las comunidades afrodescendientes, indígenas u 
otro grupo en condiciones altamente vulnerables, estos 
cambios en las normas territoriales son acelerados y no 
permiten que un nuevo constructo social se establezca, 
de manera que en estas poblaciones aumenta el temor 
a la expropiación de sus tierras por parte de los orga-
nismos estatales de control en zonas protegidas (Ra-
vnborg, Damsgaar y Raben 2007), a la relocalización de 
sus habitantes (Landell-Mills y Porras 2002); del mis-
mo modo, este proceso acelerado incrementa el desco-
nocimiento de las condiciones bajo las cuales se está 
realizando la venta de derechos de uso de los territorios 

satisfagan las necesidades energéticas diarias y preferencias 
alimentarias en pro de la vida sana y activa de los individuos 
y todos los miembros de la familia (FAO 2003).
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(Ravnborg, Damsgaar y Raben 2007), así como la pro-
tección de la herencia indígena basada en los bosques 
(Grieg-Gran, Porras y Wunder 2005) sobre la base del 
proceso de monetarización de los servicios ambientales 
(Landell-Mills y Porras 2002).

Conclusiones

Los esquemas de Pago por Servicios Ambientales pro-
mueven la monetarización del valor de uso de las fun-
ciones ecosistémicas a través de la lógica de mercado, 
en una transacción entre oferentes y demandantes, 
comunicados por un intermediario que cumple las fun-
ciones de diseño, puesta en marcha y monitoreo de las 
responsabilidades de los vendedores en los cambios en 
el uso de la tierra y de los compradores en los pagos 
convenidos. Estas nuevas reglas de juego impulsan una 
transformación del sistema socioecológico de la cuen-
ca, que se verá reflejada en elementos transformadores 
que aumentan la vulnerabilidad en términos asociados 
con la historicidad de las comunidades involucradas.

Algunos aspectos claves son observados directa-
mente en el uso de supuestos que se relacionan con la 
conciencia ambiental, la ganancia monetaria y el me-
joramiento de las condiciones socioeconómicas, como 
atractivo para el establecimiento del pago por conser-
vación, y reasignan “ganadores” y “perdedores” en un 
mercado impulsado por políticas internacionales de de-
sarrollo sustentable. Estos supuestos prevalecen en la 
memoria y el pensamiento colectivo, y se materializan 
en formas concretas de acción que buscan el aprove-
chamiento del capital natural a través de obras de refo-
restación, de cambio de uso del suelo o de mecanismos 
amigables con el ambiente.  

Estos “ganadores” y “perdedores” de la nueva lógica 
del mercado local constituyen un llamado a reconocer 
las “ventanas” emergentes en donde nace la vulnera-
bilidad social y la resiliencia espacial, como capacidad 
dinámica para evitar cambios sustanciales que lleven 
al sistema a umbrales de perturbación reconocidos por 
el análisis geográfico. Estas “ventanas” de la realidad 
aparecen al analizar implicancias territoriales, tales 
como la titulación de tierras, el poder y su equilibrio, 
las estructuras comunitarias, la exclusión y la inequi-
dad dadas a partir de las condiciones sociales, los nue-
vos significados de elementos territoriales y la lógica 
de este nuevo mercado de los servicios ambientales. 
Esto permite establecer que las consideraciones sobre 
la relación sociedad-naturaleza en los proyectos de PSA 

pueden ser mejoradas a través del análisis de las condi-
ciones que aumentan o disminuyen el grado de vulne-
rabilidad que reside en la sensibilidad y la resiliencia del 
sistema socioecológico respecto de los peligros que lo 
ciernen (Turner et ál. 2003a; Turner et ál. 2003b).

Parte de los problemas específicos en las cuencas no-
randinas tienen que ver con la alta fragmentación de la 
baja productividad económica de la tierra, sumada a los 
altos índices de pobreza y las continuas perturbaciones 
ambientales que presionan a las comunidades campesi-
nas a aceptar políticas de mercado sin una posibilidad 
integral de acceso a la tierra. Es claro que la posesión 
oficial de tierras, específicamente en Colombia, trae 
consigo un agravante que es resultado de décadas de 
conflicto armado y que, a la vez, alimenta la competen-
cia por el uso del suelo cuando llega un programa PSA. 

Las inequidades en el balance de poder, que son fo-
mentadas por las condiciones estructurales de pobreza 
(Landell-Mills y Porras 2002; Ravnborg, Damsgaar y 
Raben 2007) y que en la sociedad andina alteran la ca-
pacidad de toma de decisión de las comunidades cam-
pesinas, son razones para que los diseños PSA incluyan, 
en este punto, la participación completa y general de 
las familias productoras del servicio ambiental. Esto 
ayudaría a replantear la conformación de las viejas aso-
ciaciones comunitarias y generaría nuevas capacidades 
de gestión comunitaria que aumenten su visibilidad 
con respecto al Estado fortaleciendo la comunicación 
entre estructuras gubernamentales y sociales.

Abundan en la temática “sociogeográfica” pregun-
tas que quedan sin respuesta y que dejan vacíos en los 
diseños de programas que tocan los tres ejes básicos de 
la política internacional de desarrollo sostenible (i.e. 
económico, social y ambiental). Sin embargo, se espera 
que esta discusión estimule las cuestiones relevantes 
en relación con los actores sociales que quedaron por 
fuera de los PSA (e.g. vecinos colindantes a los PSA, fa-
milias de pobreza estructural-histórica, arrendatarios, 
etc.), los desplazamientos humanos causados por estos 
programas, la producción de alimentos de primera ne-
cesidad y otras problemáticas relevantes, de las cuales 
aún no se tienen datos que puedan ayudar a inferir o 
a construir reflexiones basadas en la realidad. Es claro 
que los datos prácticos en relación con estos análisis 
aún son escasos, debido a la falta de interés crítico so-
bre las consecuencias que las políticas ambientales in-
ternacionales generan en las comunidades usualmente 
alejadas del mercado común. Estos análisis permitirían 
establecer cuáles son esas condiciones que aparecen en 
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la otra cara de la moneda, a partir de un ejercicio teóri-
co que promueva el análisis práctico y de campo sobre 
los programas nacionales PSA en la región, ya que de la 
cuidadosa y consciente planificación de los diseños de 
pago por servicios ambientales, en cuanto herramien-

ta valiosa del constructo político-científico, se pueden 
plantear caminos para la sustentabilidad del desarrollo 
sobre una idea que toma cada día más fuerza: “la reduc-
ción de la pobreza”.
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Anexo 1

Glosario

•	 Costos de oportunidad: resultan del cálculo de los costos que deben ser considera-
dos en la producción asociada con el predio: cultivos de supervivencia, cultivos para 
el mercado, pastizales, estanques de peces, etc., y son la base que considera la valo-
ración económica para establecer el pago a las familias que cambian las actividades 
agropecuarias por actividades de conservación o amigables con la preservación del 
medio ambiente.

•	 Disponibilidad a pagar: en el momento de vender un bien por la unidad monetaria en 
el comercio, es importante establecer cuánto podría pagar el comprador y este sería un 
valor máximo que sea beneficioso para los actores de la transacción. En perspectiva de 
los servicios ambientales, la persona estaría dispuesta a pagar por la mejora del servicio 
un valor máximo conocido como Disponibilidad a Pagar (DAP).

•	 Oferentes y demandantes del servicio ambiental: con oferentes se hace referencia 
a los pobladores que realizan un uso del suelo cotidiano y productivo de una unidad 
territorial. Por su parte, los demandantes son aquellos pobladores que requieren y 
pagarán por la prestación del servicio ambiental. Los oferentes son exclusivamente 
tenedores de tierra en la cuenca, mientras que los demandantes pueden incluir a ha-
bitantes de la cuenca, habitantes en ciudades o al gobierno local o nacional.

•	 Servicios ambientales: estos servicios pueden ser naturales o transformados por 
el hombre o una combinación de ambos; sin embargo, provienen del resultado final 
(función) de la interacción de los elementos naturales (procesos) de un ecosistema. 
Estos servicios consisten en flujos de materiales, energía e información de los stocks 
del capital natural que se combina con los servicios de capital humano para producir 
el bienestar de la sociedad (Costanza, d’Arge et ál. 1997), y son tan diversos como los 
distintos aprovechamientos que hace el humano de la naturaleza. Esta definición 
del Panel de Evaluación de Ecosistemas del Milenio (PEEM) es la más aceptada, pero 
tiende a ser vaga en cuanto a la estructuración de qué puede ser o no un flujo del eco-
sistema, por lo que en los trabajos de Costanza (2008) y Wallace (2008) se plantean 
visiones diferentes sobre su definición.

•	 Valoración económica: existen diferentes procedimientos para la estimación del va-
lor económico de los ecosistemas y sus servicios ambientales prestados a la sociedad 
(Howarth y Farber 2002), impulsados por la necesidad de establecer los costos pri-
marios y asociados de las prácticas de conservación, con el fin del aprovechamiento 
social. El valor de intercambio está principalmente dado para establecer el precio de 
un objeto o producto. Actualmente, para los bienes naturales (e.g. agua en algunos 
países de América Latina) el precio está consignado en el costo del transporte del ser-
vicio hasta el mercado o el usuario demandante. Chichilnisky y Heal (1998) indican 
que los mercados para servicios ambientales conformados tenderán a reflejar el valor 
de tales servicios (funciones del ecosistema), por tanto, la transacción del bien y su 
entrega puede alcanzar un valor estimado que disminuya la brecha marginal.


